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guardos acreditativos de los giros destinados al interno 
como peculio, subrayó que la resolución impugnada (de 
contenido igualmente desestimatorio) ya había ordenado 
al centro «cumplir con esas notificaciones inherentes a la 
garantía que en orden al régimen de peculio de los presos 
establece la legislación penitenciaria, arts. 319 y ss. del 
Reglamento». A pesar de todas estas manifestaciones 
favorables a la tesis del recurrente, la Audiencia de Jaén 
acordó la desestimación del recurso de apelación «en los 
términos que se expresan en los fundamentos de esta 
resolución».

4. Basta, pues, la simple lectura del Auto de la Sala 
de Jaén para constatar la evidente contradicción entre la 
fundamentación, amplia, correcta y razonable en favor de 
la tesis del actor, y el fallo desfavorable para el mismo.  
A la vista de ello se concluye que, en el presente supuesto, 
nos encontramos, no ante un vicio de incongruencia 
(pues no se ha producido propiamente una alteración de 
los términos del debate en la forma en la que lo planteó el 
recurrente), sino en presencia de una falta de motivación, 
como acertadamente manifiestan el recurrente y el Minis-
terio Fiscal, al ser la que resulta del Auto impugnado irra-
zonable y contradictoria. Como este Tribunal ha declarado 
(STC 16/1993, de 18 de enero, FJ 2), «teniendo en cuenta 
que el derecho a la tutela judicial efectiva incluye entre 
sus variados contenidos el que se dicte una resolución 
fundada en Derecho, resulta evidente que no puede repu-
tarse como tal una Sentencia cuya fundamentación discu-
rre por una senda diametralmente opuesta a la del fallo 
(STC 138/1985, entre otras) y en la que se motiva lo con-
trario de lo que se falla».

Por lo tanto, habida cuenta la contradicción interna en 
la que incurre el Auto dictado por la Audiencia de Jaén, 
que primero estima las diferentes quejas denunciadas por 
el interno en sus razonamientos jurídicos para luego 
rechazar irrazonablemente el recurso de apelación inter-
puesto, se ha producido una vulneración del derecho 
fundamental a la tutela judicial efectiva garantizado en el 
art. 24.1 CE.

La demanda de amparo ha de ser, pues, estimada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Aitor Urutxurtu 
Artabe y, en su virtud:

1.º Declarar que se ha vulnerado el derecho del recu-
rrente en amparo a la tutela judicial efectiva, en su aspecto 
relativo a la motivación de las resoluciones judiciales 
(art. 24.1 CE).

2.º Restablecer al recurrente en su derecho y, a tal 
fin, declarar la nulidad del Auto dictado por la Sección 
Segunda de la Audiencia Provincial de Jaén, de fecha 10 
de octubre de 2002 (rollo de apelación núm. 37-2002), 
retrotrayendo las actuaciones al momento procesal inme-
diatamente anterior al dictado del Auto con el fin de que 
el mencionado Tribunal se pronuncie de modo compatible 
con el indicado derecho fundamental.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintiocho de febrero de dos mil 
cinco.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Mar-
tín de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.
Ramón Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Fir-
mado y rubricado. 

 5414 Sala Primera. Sentencia 43/2005, de 28 de 
febrero de 2005. Recurso de amparo 6804-2002. 
Promovido por don Alfonso Sanz Cid respecto 
a la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Barcelona que, en grado de apelación, le con-
denó por una falta de maltrato de obra.

 Vulneración de los derechos a un proceso con 
garantías y a la presunción de inocencia: con-
dena pronunciada en apelación sin haber cele-
brado vista pública (STC 167/2002).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 6804-2002, promovido 

por don Alfonso Sanz Cid, representado por el Procurador 
de los Tribunales don Eduardo Morales Price y bajo la 
dirección del Letrado don Santiago Millanes Mato, contra 
la Sentencia de la Sección Séptima de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona de 30 de octubre de 2002, recaída en 
el rollo de apelación núm. 701-2002, que estima el recurso 
de apelación interpuesto contra la Sentencia del Juzgado 
de Instrucción núm. 8 de Barcelona de 23 de mayo de 
2002, recaída en juicio de faltas núm. 1219-2001, sobre 
faltas de maltrato de obra, injurias y hurto. Ha intervenido 
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don 
Pablo Pérez Tremps, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-

ral de este Tribunal el día 29 de noviembre de 2002, el 
Procurador de los Tribunales don Eduardo Morales Price, 
en nombre y representación de don Alfonso Sanz Cid y 
bajo la dirección del Letrado don Santiago Millanes Mato, 
interpuso demanda de amparo contra la resolución que 
se menciona en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes:

a) El recurrente fue absuelto por Sentencia del Juz-
gado de Instrucción núm. 8 de Barcelona de 23 de mayo 
de 2002 de las faltas de maltrato de obra, injurias y hurto 
de las que fue acusado por su esposa, considerando que 
los hechos relatados en la denuncia no habían quedado 
acreditados, «dada la falta de prueba suficiente y las ver-
siones contradictorias de los implicados».

b) La denunciante interpuso recurso de apelación, 
fundamentado en la errónea apreciación de la prueba, 
que fue parcialmente estimado, sin celebración de vista, 
por Sentencia de la Sección Séptima de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona de 30 de octubre de 2002, conde-
nando al recurrente como autor de una falta de maltrato 
de obra a la pena de arresto de dos fines de semana y 
confirmando la absolución respecto del resto de faltas de 
las que era acusado. La Sentencia de apelación, modifi-
cando la declaración de hechos probados de la Sentencia 
apelada, consideró acreditado que el acusado cogió a su 
hijo del cuello, levantándole del suelo y causándole leves 
erosiones en el cuello. La Sentencia fundamentó esta 
modificación en que en el acta del juicio oral se recogía no 
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sólo las versiones contradictorias de denunciante y 
denunciado a las que hacía referencia la Sentencia de ins-
tancia, «sino que además también se recoge la testifical 
de una vecina, quien indica que oyó los gritos y discusio-
nes y además “vio las marcas en el cuello del menor”. 
Existiendo además una segunda testifical, la de la propia 
víctima, de 13 años de edad, quien indica que su padre se 
quitó el cinturón y le pegó. Así como que le cogió por el 
cuello y le levantó del suelo, dejándole marcas en el 
cuello».

3. El recurrente aduce en su demanda la vulneración 
del derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE) por 
haber sido condenado en segunda instancia, tras una pre-
via absolución, con fundamento, exclusivamente, en una 
nueva valoración de pruebas testificales que no habían 
sido practicadas con la debida inmediación ante el órgano 
judicial de apelación.

4. La Sección Segunda de este Tribunal, por provi-
dencia de 26 de mayo de 2003, acordó admitir a trámite la 
demanda de amparo y, en aplicación de lo dispuesto en el 
art. 51 LOTC, dirigir atentas comunicaciones a los órganos 
judiciales competentes para la remisión de certificación o 
fotocopia adverada de las actuaciones y emplazamiento a 
quienes hubieran sido parte en el procedimiento, a excep-
ción del demandante de amparo, para que, si lo desearen, 
pudiesen comparecer en el plazo de diez días en el pre-
sente proceso de amparo. Igualmente se acordó formar la 
correspondiente pieza separada de suspensión, en la que, 
tras los tramites oportunos, se dictó por la Sala Primera 
de este Tribunal el ATC 254/2003, de 14 de julio, acordando 
suspender la ejecución exclusivamente en lo relativo a la 
pena privativa de libertad de arresto de dos fines de 
semana.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de Jus-
ticia de la Sala Primera de este Tribunal de 10 de noviembre 
de 2003 se acordó dar vista de las actuaciones a las partes 
personadas y al Ministerio Fiscal por plazo común de veinte 
días para presentar las alegaciones que estimasen pertinen-
tes, de conformidad con el art. 52.1 LOTC.

6. El Ministerio Fiscal, en escrito registrado el 20 de 
noviembre de 2003, interesó el otorgamiento del amparo 
por vulneración de los derechos a un proceso con todas 
las garantías y a la presunción de inocencia y la anulación 
de la Sentencia recurrida, argumentando que la condena 
se ha producido en la segunda instancia, tras una absolu-
ción previa, revisando y corrigiendo la valoración reali-
zada por el órgano judicial de primera instancia de prue-
bas testificales sin observar los principios de inmediación 
y contradicción.

7. El recurrente no formuló alegaciones en este trá-
mite.

8. Por providencia de fecha 24 de febrero de 2005, se 
señaló para deliberación y fallo de la Sentencia el día 28 
siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurrente, bajo la invocación del derecho a la 
presunción de inocencia (art. 24.2 CE), plantea ante este 
Tribunal la cuestión de las condenas en segunda instan-
cia, tras la revocación de una previa absolución, funda-
mentadas en la valoración de pruebas personales no 
practicadas ante el órgano de apelación.

Es jurisprudencia ya reiterada de este Tribunal, ini-
ciada en la STC 167/2002, de 18 de septiembre (FFJJ 9 a 11) 
y seguida en numerosas Sentencias posteriores (entre las 
últimas, 192/2004, de 2 de noviembre, o 200/2004, de 15 
de noviembre), que el respeto a los principios de publici-
dad, inmediación y contradicción, contenidos en el dere-
cho a un proceso con todas las garantías, impone inexora-

blemente que toda condena se fundamente en una 
actividad probatoria que el órgano judicial haya exami-
nado directa y personalmente y en un debate público en el 
que se respete la posibilidad de contradicción, por lo que, 
cuando la apelación se plantee contra una Sentencia abso-
lutoria y el motivo de apelación concreto verse sobre cues-
tiones de hecho suscitadas por la valoración o ponderación 
de pruebas personales de las que dependa la condena o 
absolución del acusado, resultará necesaria la celebración 
de vista pública en la segunda instancia para que el órgano 
judicial de apelación pueda resolver tomando un conoci-
miento directo e inmediato de dichas pruebas. E, igual-
mente, que la constatación de la anterior vulneración 
determina también la del derecho a la presunción de ino-
cencia si los aludidos medios de prueba indebidamente 
valorados en la segunda instancia son las únicas pruebas 
de cargo en las que se fundamente la condena.

2. En el presente caso, las actuaciones evidencian que 
la única actividad probatoria desarrollada en la vista del 
juicio de faltas fueron pruebas de carácter personal (decla-
raciones de la denunciante y del denunciado y de dos tes-
tigos); que la Sentencia del Juzgado de Instrucción absol-
vió al recurrente, conforme al principio de presunción de 
inocencia, «dada la falta de prueba suficiente y las versio-
nes contradictorias de los implicados»; que la denunciante 
recurrió dicha absolución con fundamento exclusivo en la 
errónea valoración de las pruebas personales practicadas; 
y, por último, que en la Sentencia de apelación, sin celebra-
ción de vista ni práctica de prueba en la segunda instancia, 
se condenó al recurrente como autor de una falta de mal-
trato de obra, modificando el relato de hechos probados, 
con fundamento exclusivo en el examen de los testimo-
nios prestados en la primera instancia reflejados en el acta 
del juicio de faltas.

Por tanto, toda vez que es manifiesto que el órgano 
judicial de apelación fundamentó la condena en una nueva 
valoración de las pruebas testificales con infracción de los 
principios de inmediación y contradicción y que las únicas 
pruebas de cargo eran los mencionados testimonios, debe 
otorgarse el amparo por vulneración de los derechos a un 
proceso con todas las garantías y a la presunción de ino-
cencia, cuyo restablecimiento determina la anulación de la 
Sentencia impugnada.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-

nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar a don Alfonso Sanz Cid el amparo solicitado y, 
en consecuencia:

1.º Reconocer sus derechos a un proceso con todas 
las garantías y a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE).

2.º Anular la Sentencia de la Sección Séptima de la 
Audiencia Provincial de Barcelona de 30 de octubre 
de 2002, recaída en el rollo de apelación 701-2002.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintiocho de febrero de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–
Firmado y rubricado. 


